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    A mi hermana Patricia†, la mayor de las hermanas.

  


  
    ¿Para qué escribir historia si no se lo hace para ayudar a

    nuestros contemporáneos a confiar en el porvenir y a encarar

    mejor armados las dificultades que encuentran día a día?

    

    George Duby*



    

    

    

    

    

    

    

    

    


    
      
        * George Duby, Año 1000, año 2000. La huella de nuestros miedos, Santiago de Chile, Andrés Bello, 1995, p. 9.
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    Cultura política y formas de representación indígena en México, siglo XIX es un libro que desea contribuir con la investigación y el análisis de las prácticas ciudadanas de los pueblos y las comunidades indígenas en el turbulento siglo XIX, expresadas a través de los conflictos electorales. Asimismo, se rescata la permanencia de antiguas formas de elegir a sus autoridades comunitarias y la creación de una cultura política híbrida, clandestina en una de sus partes, pero funcional de acuerdo con las circunstancias políticas, locales y regionales.


    Para el desarrollo de este proyecto conté con el apoyo de la Dirección de Estudios Históricos del Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH), en donde me desempeño como investigadora de tiem­po completo. Por tanto, agradezco a dicha institución darme el tiempo­ y la libertad para realizar esta investigación, así como los recursos para desplazarme e investigar en los archivos y fondos documentales en los estados de México, Oaxaca y Veracruz.1


    Me es grato reconocerle a Jane Dale Joyd la discusión académica que me permitió encontrar la veta de información para reconstruir las principales historias de este libro. Igualmente, a ella doy mi gratitud por invitarme a trabajar en la Colección de Porfirio Díaz, resguardada en la Universidad Iberoamericana. También quiero agradecer el intercambio de ideas y comentarios de Carlos San Juan y Tania Hernández, quienes contribuyeron a enriquecer el análisis. Mi reconocimiento a la apreciable colaboración de Cinthya Luarte en el montaje de los materiales para la formación del libro y, por supuesto, a la invaluable habilidad de Daniela Pérez para el manejo del inmenso banco de datos y la elaboración de cuadros, mapas y gráficas. Para Andrea Perelló, mi hija, un especial agradecimiento porque, a pesar de su juventud y reciente ingreso a la licenciatura en Ciencia Política, tuvo el interés, paciencia y dedicación para transcribir gran parte de las cartas de la Colección Porfirio Díaz, principal fuente documental de esta investigación. Mi cariño a Dolores Pla por presionarme para ponerle punto final a la búsqueda de nuevos materiales y también por ser una magnífica interlocutora y acompañante en el proceso de redacción y ahora que ya partiste, tu amistad y recuerdos me siguen acompañando. A Lina del Mar por intervenir en la corrección de estilo. No podría dejar de reconocer y agradecer, de manera especial, a Uriel, mi esposo, por su compañía, paciencia cotidiana y respeto a mi trabajo.



    

    

    

    


    
      
        1 En el estado de Oaxaca, el Archivo General del Estado de Oaxaca; en Veracruz, el Archivo y Biblioteca Históricos de la Ciudad de Veracruz, y en el Estado de México, el Archi­vo Histórico del Estado de México.
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    El tema de las elecciones en México llamó de manera formidable la atención de los científicos sociales, a raíz de la movilización ciudadana en torno a los comicios del año 2000. Hubo expectativas y una gran esperanza de transición hacia un sistema político más justo, participativo y democrático. Pero la historia de estos últimos 12 años, por desgracia, demostró que la simple alternancia de partidos en el poder presidencial no coadyuvó a generar un cambio en la estructura política y menos en la cultura política de la población que acudió en aquel entonces a las urnas. A raíz de ello, la siguiente pregunta adquiere relevancia: ¿qué se activó entre la población mexicana para movilizarse de manera inusitada en los comicios para elegir al presidente de la república que habría de conducir al país en el sexenio de 2000-2006?


    Esta inquietud se sumó a la experiencia que viví en 1985 en Oaxaca, por la íntima relación que guardaba la ponencia que presenté en aquella VII Reunión de Historiadores Mexicanos y Norteamericanos, y los acontecimientos políticos acaecidos en ese mismo estado. La ponencia llevaba por título “Juchitán, 1880-1885: la defensa de los recursos naturales y las pugnas electorales”2 y, curiosamente, por esos días del encuentro académico se repetía un hecho histórico similar en el mismo lugar, pero 100 años después. En ambos casos existía un viejo problema agrario, no resuelto y que encontró salida política por medio del triunfo de los sectores subalternos demandantes de tierras en las elecciones municipales.3


    La avanzada de municipios de oposición en el país durante la década de los ochenta del siglo XX me abrió los ojos (o me dio la pista) a la importancia del rastreo histórico de los actores sociales, líderes campesinos y viejas luchas agrarias que fueron desdibujándose conforme transcurría el Porfiriato y se consolidaba el Estado mexicano, pero que cobraban nuevos bríos mediante la incorporación de sus líderes y de la población local a la lucha electoral. A través de esta nueva mirada sobre las fuentes, empecé a encontrar respuesta a las preguntas que a mí y a mis colegas nos habían rondado por la cabeza durante más de 30 años: ¿por qué al arribar el Porfiriato desaparecieron las rebeliones campesinas, dónde habían quedado y qué hicieron los dirigentes agrarios? y ¿cómo se canalizó todo el descontento indígena y campesino del último cuarto del siglo XIX? Al respecto la historiografía ha dado muchas y diversas respuestas, pero ninguna parece ser satisfactoria.


    Las primeras respuestas empezaron a aparecer tras rastrear a los líderes agrarios, sus viejas demandas agrarias y el descontento de las comunidades indígenas, a través de su participación en las luchas electorales. Desde esta ventana nuevamente afloraron el descontento popular, los abusos de autoridad y los despojos agrarios, pero ahora con un nuevo rostro. Las rebeliones indígenas y campesinas cobraron una nueva forma de expresión: su participación ciudadana en torno a los comicios. Fue en este espacio político en donde tuvieron cabida las demandas sobre los viejos agravios, pero subsumidas en la contienda electoral. Las respuestas formuladas al principio fueron transformándose a medida que se hicieron nuevas preguntas a las fuentes.


    La búsqueda era intensa y los hallazgos muy pocos hasta que un día, en 1991, cuando yo impartía un curso en el Departamento de Historia en la Universidad Iberoamericana, discutiendo con Jane Dale Lloyd sobre la metodología que había utilizado François-Xavier Guerra en su libro de reciente aparición, encontré la clave de mi investigación.4 Este profesor francés había reconstruido la lucha por el poder a nivel nacional y estatal con base en los documentos-carta preservados en la Colección Porfirio Díaz (1876-1910). De esta manera historió el juego de poder en el gabinete presidencial, entre los senadores, diputados, gobernadores y ni hablar de los jefes políticos que se sucedían en sus puestos a pesar de la maquinaria electoral establecida y “perfeccionada” durante todo el siglo XIX. Entonces supuse que se podría hacer lo mismo para reconstruir las prácticas electorales en la base de la sociedad mexicana, es decir, la contienda electoral en los municipios y localidades agrarias.


    En este archivo, en la Colección de Porfirio Díaz, en efecto encontré la veta de la investigación y emprendí la búsqueda con las siguientes preguntas: ¿cuál había sido la participación de las comunidades rurales en la gran convulsión electoral del Porfiriato?, ¿en los pueblos y municipios se reproducía el envejecimiento del sistema político, como de manera brillante exponía Guerra para las élites gubernamentales?, ¿los pueblos campesinos e indígenas participaron —y con qué intensidad— en la renovación de sus autoridades en un periodo de la historia en el que las élites se mantenían por años en el poder?


    La exploración no fue fácil, porque en aquellos años la Colección no se encontraba clasificada; por tanto, tuve que hacer una revisión sistemática de todos los documentos-carta, de 1876 a 1910, en los cuales había denuncias o quejas de pueblos y municipios en torno a las elecciones locales y el conjunto de problemas que se expresaban respecto a los conflictos poselectorales. Con toda esta documentación construí una base de datos —organizada por estados y al interior de cada apartado le di un orden cronológico—, misma que utilicé para realizar acercamientos analíticos nacionales y regionales de tipo cuantitativo.


    El resultado fue que la mayor cantidad de conflictos electorales se encontraban ubicados en los estados del sur de la República Mexicana y entre ellos destacaban Oaxaca, Puebla, Veracruz, Michoacán y el Estado de México. Decidí entonces profundizar en el estudio de estas entidades federativas para arribar al análisis cualitativo y a la reconstrucción histórica de la cultura política de los pueblos indígenas o localidades rurales, la cual se halla expresada en el hecho de sufragar a las autoridades de las pequeñas localidades del México rural.


    La búsqueda de información continuó en los archivos estatales y en la prensa de las mismas entidades estatales, donde la información menguó y la pesquisa se hizo difícil. Gran parte de la documentación está perdida para la segunda mitad del siglo XIX y en el mejor de los casos no se encuentra clasificada. No obstante, realicé varias estancias de trabajo de archivo en los estados seleccionados, excepto en Michoacán, por considerar que no había las condiciones para trabajar.


    La información, de cualquier forma, creció y se enriqueció y las preguntas-respuestas se complejizaron: ¿qué ocurrió con los caciques indígenas?, ¿también se perpetuaron en el poder local?, ¿se renovaban como lo marcaba la ley?, ¿cómo se hacían elegir por una población que supuestamente conservaba una tradición distinta para nombrar a sus autoridades y representantes ante instancias políticas superiores? y ¿cómo adecuaron las antiguas formas de representación comunitaria a las formas y normas electorales ciudadanas del nuevo sistema político nacional?


    La reconstrucción de las prácticas electorales se realizó desde la perspectiva de la cultura política y no desde la ciencia política; es decir, importó saber por qué y cuándo acudía la población a las urnas y qué es lo que estaba en juego al elegir y defender o no a un representante político; no incumbió cuántas personas habían votado por tal o cual candidato. Estas prácticas y comportamientos electorales de los pueblos rurales e indígenas se reconstruyeron mediante la revisión de los conflictos que acaecieron durante y después de las jornadas electorales, derivados de las inconformidades por la mala praxis durante los comicios. A través de las quejas y denuncias también se conoció la gama de problemas que estuvieron subsumidos en las elecciones.


    Así, el análisis de los conflictos electorales también llevó a comprender la composición política y social de algunas localidades en los momentos de descontento social y político que se desatan en los comicios, pero que tienen un trasfondo más amplio. Estas denuncias políticas cobijan el conjunto de dificultades que tenían que sortear los pueblos para defenderse de los abusos de autoridad o en torno a la defensa de sus recursos naturales. Las denuncias mostraron el conjunto de problemas que aquejaban a la población rural, las cuales optaron por la vía electoral como una forma o esperanza de resolver sus viejos problemas al cerrarse otros canales de expresión. Asimismo, se constató que la población rural e indígena no permaneció ajena a las prácticas ciudadanas.


    A partir de la revisión historiográfica del tema a nivel nacional y de la reflexión del acontecer nacional surgieron otras preguntas: ¿por qué hay épocas en la historia del México decimonónico en las que la sucesión del poder se dio por medio de los conflictos armados o golpes de Estado, y hubo otras en las que ésta se dio por medio de la práctica liberal de acudir a las urnas para nominar a los representantes del sistema de gobierno? y ¿por qué cuando esto último ocurre hay momentos de apatía ciudadana frente a los sufragios, mientras que en otros casos se presenta una gran movilización ciudadana y un interés creciente en los comicios? Luego entonces, ¿cuál es la importancia de analizar las elecciones municipales en la historia de México y en particular durante el Porfiriato?


    Las elecciones municipales cobraron importancia hacia el último cuarto del siglo XIX gracias a que los propios gobernantes terminaron por darse cuenta del valor que expresaban, pues tenían sentidos diversos: hacer partícipe a la población de un ritual que simbolizaba formar parte de la gran comunidad nacional, es decir, incorporarla a un nuevo sistema político nacional con lo cual, al mismo tiempo, se tenía control sobre la población y sus autoridades, lo que abría la posibilidad de anular formas de representación política diferentes de las republicanas, así como infundir en la población indígena y rural una nueva cultura política a través de la práctica electoral liberal expresada en las urnas.


    Por su parte, ¿por qué la población indígena habría de tener interés en acogerse a una práctica electoral diferente de su historicidad?, ¿para qué acudía el pueblo llano a las urnas? y, cuando lo hicieron durante el Porfiriato, ¿qué sentido político y social tuvo este ejercicio y qué obtuvieron de ello? Acudir a las urnas significó ejercer sus derechos ciudadanos y, por lo tanto, el conteo de votos les permitía demostrar ante las autoridades estatales la voluntad del pueblo. El defender o no a determinado candidato suponía que sólo lo podían hacer a través de la supuesta objetividad de las urnas.


    Para los pueblos indígenas, rurales o pueblo llano en general, acudir­ a las urnas significó una oportunidad para apropiarse de la catego­ría de ciudadano.5 Esta acción les sirvió para visualizarse ante las autorida­des estatales, ejercer su derecho a votar por sus representantes y con ello crear canales de comunicación para hacer llegar su voz ante instancias que suponían les resolverían viejos y nuevos problemas. Entonces se apropiaron la ley, ejercieron el derecho a votar y luego, en el proceso, la convirtieron en una bandera política, en una lucha colectiva que les dio identidad política. Así, se reforzó la etnicidad de estos pueblos como una estrategia de lucha para sobrevivir como grupo.­


    De esta manera, el estudio de las elecciones municipales y de sus conflictos nos llevó a entender y analizar otros espacios políticos y culturales de las comunidades indígenas en donde, en función de las contiendas electorales, se ponían, no sólo en juego la elección de autoridades, sino también otros intereses, como la representación étnica y la destinación de los recursos naturales. Además, advertimos que la población de las comunidades rurales no sólo abrazó la nueva forma de representación ciudadana a través del voto, sino también paralelamente conservó las viejas formas de elección de sus autoridades comunitarias; es decir, mantuvieron, en ciertos momentos y para ciertos efectos, la elección de autoridades por medio de “usos y costumbres”. En esa medida nos preguntamos: ¿de dónde salió la elección de las autoridades por medio de los “usos y costumbres” al finalizar el siglo XIX?, ¿resurgió o en realidad nunca se fue del todo? Tratamos de investigar las circunstancias bajo las cuales los pueblos optaban por una u otra práctica electoral, respondiendo a la cuestión de cuándo y por qué elegían a sus representantes por uno y otro sistema electoral.


    La historiografía sobre la cuestión electoral en México durante el periodo decimonónico no es abundante. El tema ha sido poco estudiado y los trabajos se concentran de manera prioritaria en el análisis del paso de la representación corporativa a la nueva representación ciudadana e individual que se instauró a partir de la Constitución de Cádiz; es decir, la mayoría de las investigaciones se concentran en la primera mitad del siglo XIX y podemos aseverar que está ausente el análisis de las elecciones municipales para el último cuarto del siglo XIX. Los trabajos sobre este periodo son muy buenos, pero por lo regular versan sobre las elecciones de gobernadores, diputados y senadores en diferentes entidades federativas.


    Ante tal vacío historiográfico, el propósito de este libro consiste en explicar la dinámica electoral en los municipios rurales de las regiones indígenas de México, fundamentalmente a lo largo del Porfiriato. De modo que el documento incluye otros temas que contribuyen a comprender la problemática de las elecciones locales en diferentes niveles de análisis. En el primer capítulo se revisan los conceptos y categorías de análisis desde donde será abordado el tema. En el segundo capítulo se examinan tanto las constituciones federales como las de las entidades federales de estudio para acercarnos a los derechos y obligaciones de los ciudadanos, así como la legislación electoral nacional y la que formularon los estados para reglamentar, desde la ley, la práctica del voto en las urnas. En el tercer capítulo se hace un análisis que va de lo general a lo particular: inicia con una exploración cuantitativa de los conflictos municipales a nivel nacional y continúa con una revisión a la geografía política de esta práctica electoral, para llegar al estudio cualitativo de dichos conflictos en cuatro de las entidades federativas que reportaron un mayor número de luchas electorales. Al final se pretende caracterizar e historiar los diferentes tipos de conflictos surgidos durante y después de la jornada electoral en los municipios de cuatro entidades del sur del país con un gran porcentaje de población indígena.


    En el cuarto capítulo se aportan elementos de análisis que contribuyen a la historiografía de los conflictos municipales a partir de una revisión de los incidentes más comunes durante las jornadas electorales: los abusos de la autoridad, los conflictos por los recursos naturales y las estrategias de las poblaciones indígenas para defender su autonomía y territorios de las malas praxis de los caciques indígenas.


    Por último, se cierra el libro con algunas reflexiones que, más que finiquitar los temas abordados en los cuatro capítulos (ilustrados con una serie de recursos visuales, como mapas, gráficas y cuadros), abren la reflexión a la posibilidad de futuras investigaciones más amplias, en virtud de la riqueza del tema y de la información sobre las entidades federales elegidas. Así se espera contribuir al estudio del proceso legislativo en torno a las elecciones y los sistemas de representación indígena; las formas en que algunas estructuras ideológicas persisten y se combinan con los usos y costumbres surgidos después del periodo colonial, para así enriquecer el vasto mundo y el sistema de hibridación político, social y cultural de los pueblos del sur de México.



    

    

    

    

    


    
      
        2 Leticia Reina, “Juchitán, 1880-1885: la defensa de los recursos naturales y las pugnas electorales”, en Guchachi’reza, iguana rajada, Oaxaca, Casa de la Cultura de Juchitán, núm. 27, 1988, pp. 3-8.

      


      
        3 En la década de los ochenta del siglo XX, Juchitán se situó como uno de los primeros municipios en México gobernado por un partido de oposición.

      


      
        4 François-Xavier Guerra, México: del Antiguo Régimen a la Revolución, t. 1, 2a. ed., México, FCE, 1991.

      


      
        5 Esta categoría jurídico-social pretendió eliminar la segregación racial, a la vez que también dio a los indios la posibilidad de acceder paulatinamente a las esferas de poder político-local.

      

    

  


  
    LA CONSTRUCCIÓN HISTÓRICA, SOCIAL Y POLÍTICA DEL CONCEPTO DE PUEBLO
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    En nuestros días, se comete un error más grave: se confunde la raza con la nación y se atribuye a grupos etnográficos, o más bien lingüísticos, una soberanía análoga a la de los pueblos realmente existentes. Tratemos de llegar a cierta precisión en estas difíciles cuestiones, en las que la menor confusión sobre el sentido de las palabras en el origen del razonamiento puede producir, finalmente,

    los más funestos errores.

    

    Ernest Renan

    ¿Qué es una nación?*



    


    A partir de 1821, en el imaginario colectivo mexicano comenzó a perfilarse la idea de México como nación independiente. La sociedad novohispana inició un proceso de separación de los nombres, estructuras y organizaciones que la identificaban como servidora de la Corona española; nuevos apelativos y conceptos comenzaron a enriquecer los discursos en torno a la construcción de la nación mexicana, y fue en este proceso cuando las élites criollas gobernantes construyeron una nueva imagen de lo que pensaban que debería de ser la “identidad mexicana”. En este camino pretendieron imaginar un territorio común y buscaron la integración de los grupos con diferentes identidades y la unificación a través de la expectativa de un “futuro compartido”.6


    En este desarrollo, la lengua, la religión y la historia fueron consideradas como los elementos que definían la identidad nacional.7 Estos elementos presentaron no sólo las directrices que debían atenderse en el camino a la formación de la nación mexicana, sino también las debilidades que había por superar, como el hecho de que la historia mexicana se basaba en sincretismos y conformaba un pasado lleno de fracturas. Con estas directrices se presentó la dificultad de unir un territorio fragmentado que debía sostener al nuevo Estado mexicano.


    En 1882, durante un discurso pronunciado en la Universidad de la Sorbona, en París, el francés Ernest Renan definió las ideas comunes que debían contener las nuevas naciones y ofrecer una base social para el establecimiento de una nacionalidad moderna;8 en ese marco, mencionó que no eran suficientes los elementos que antaño se habían manejado para su conformación, como eran la raza, la lengua, los intereses, la afinidad religiosa, la geografía y las necesidades militares. Más adelante, en esa intervención se refirió a la nueva idea que tenían los liberales:


    Una nación es, pues, una gran solidaridad, constituida por el sentimiento de los sacrificios que se han hecho y de aquellos que todavía se está dispuesto a hacer. Supone un pasado; sin embargo, se resume en el presente por un hecho tangible: el consentimiento, el deseo claramente expresado de continuar la vida común.9


    Renan comprendía la nación como un principio espiritual que se conformaba por dos cosas: una era “la posesión en común de un legado de recuerdos y la otra el consentimiento actual de vivir juntos”;10 estas ideas plasman la visión desde la cual se formó la identidad y esencia de las naciones modernas. La perspectiva espiritual de la nación anclada en la construcción de un pasado se extendió a otros territorios en formación. Aseguraba que las condiciones esenciales para ser pueblo descansaban en la base del pasado que los unía, la voluntad presente y la intención de seguir juntos, construyendo una idea nacional de lo que es válido y debe transmitirse. Esta propuesta de nación impregnó otros discursos en otras latitudes y significó la base desde la cual se crearon herencias nacionales. A estos planteamientos siguieron nuevas aportaciones al proceso constructor de la nación; sin embargo, de su contribución se nutrieron las sucesivas visiones sobre los componentes de las naciones.


    Durante el siglo XIX en México, la construcción de la nación no fue una tarea fácil pues varios factores intervinieron para debilitar su formación durante el proceso. Como afirma Antonio Escobar, “la nación mexicana que surgió con la independencia política no corresponde a una comunidad humana, dotada de una fuerte identidad cultural ni territorial, sino a identidades locales que llegan a funcionar como pequeñas ‘naciones’ ”.11 Así se definió a la nación mexicana desde el inicio del siglo XIX y al territorio que la abrazaba, pero lo significativo y novedoso fue que el pueblo era el garante de la nación. Por lo tanto, la definición teórica y práctica de los elementos constitutivos de la nueva República fueron una de las tareas principales que emprendieron los gobernantes para construir la nación.


    Desde esta perspectiva de nación, abordaremos el análisis de algunos aspectos que contribuyeron a la construcción del concepto de pueblo, porque en el proceso decimonónico de formación de la nación mexicana también se configuró una nueva perspectiva de lo que, en los discursos, edictos y las proclamas, los nuevos gobernantes llamarían pueblo. De tal suerte que el concepto que se tenía de pueblo como categoría social pasó a ser una categoría abstracta con representación jurídica de los ciudadanos. Entonces el pueblo se convirtió en el componente esencial para garantizar la soberanía de la nación.


    Por ello se plantea como pregunta de análisis la siguiente: ¿cómo y por qué se transformaron los pueblos mexicanos y el mismo concepto de pueblo en el tránsito del periodo colonial al México independiente? La reflexión en torno a este tema resulta relevante porque el concepto llano de pueblo, después de ser una categoría social concreta durante­ el periodo colonial, en el periodo independiente se politizó y adquirió una acepción abstracta con sentido jurídico político que sirvió para designar y englobar a toda la población mexicana por igual, amén de ser el sostén ideológico para la construcción de la nación: una nación liberal, a imitación de lo que sucedía en Francia.



    


    EL PUEBLO CONSTRUIDO HISTÓRICAMENTE


    

    Durante el periodo colonial, el pueblo de indios, o simplemente el pueblo, era una corporación civil que se sumaba a la realidad política preexistente de cada señorío, con su cacique y sus términos jurisdiccionales, pero se convirtió en una expresión institucional inspirada en los ayuntamientos españoles. Los pueblos se conformaron como comunidades políticas dependientes de la monarquía española con un gobierno regido por las formas y prácticas castellanas. Dentro de los pueblos de indios el ejercicio político se realizaba a través del “principal”, quien era el encargado del gobierno. La administración de éstos se expresaba en muchas variables, según las prácticas locales, pero, en términos generales, para su organización y administración tenían un órgano de gobierno y de justicia; además, cada pueblo contaba con una “caja de comunidad” que llevaba la administración de sus bienes. De manera constitutiva, cada pueblo conformaba una república con su cuerpo de gobierno y un conjunto de bienes colectivos o de comunidad.12


    Con estas características y en medio de constantes cambios y adecuaciones se consolidó la figura jurídica y territorial del pueblo de indios. Durante el periodo de vida de la Nueva España se fundaron y florecieron alrededor de un millar de ellos con su cabecera como centro político y algunas localidades menores que dependían de éstos.13 Cuando las investigaciones de estudios coloniales hacen alusión a los pueblos, se les entiende en sentido tanto jurídico como social, a la vez que se busca la construcción de la idea de comunidades con rasgos sociales y prácticas sociales que los identifican. Asimismo, se les considera en términos sociales por representar a grupos de indios que llevaron formas de vida particulares en su organización tanto social como religiosa.


    En sentido social, el pueblo es un referente que nos permite designar las corporaciones o las comunidades que en distintos territorios o épocas se unieron para defender sus intereses. En la Nueva España, las tierras fueron el elemento aglutinador de cada uno de los diversos grupos étnicos que habitaban América y a los cuales les dio sentido de pertenencia. Al tener la misma lengua y una misma historicidad, ante las nuevas prácticas religiosas impuestas por los españoles, terminaron por cohesionarse en torno a las fiestas de los santos, generando fuertes identidades patronales. Estas colectividades han sido unificadas por los historiadores y antropólogos bajo el nombre de comunidades o bien, de pueblo, para designar de manera genérica a las colectividades rurales con intereses en común por medio de estos dos conceptos.


    Si la conquista española fue un choque para los pueblos americanos, no lo fue menos la instauración del régimen republicano para las repúblicas de indios conformadas durante la Corona española. A lo largo del siglo XIX, el México independiente construyó un nuevo Estado y en éste los pueblos indios quedaron desposeídos de las Leyes de Indias que antaño los habían protegido. Resultaron excluidos del proyecto de nación y se vieron envueltos en la borrasca que significó la transformación de todo el sistema político y social de la nueva República Mexicana. En este escenario, los pueblos indígenas no sólo tuvieron que sobrevivir, sino también fueron creativos para conquistar, aprehender y sortear las instituciones liberales decimonónicas que los incorporaban en el discurso, pero los excluían en la realidad. Entonces, para perpetuarse como grupo, se adaptaron a los nuevos vientos del sistema nacional y reformularon su organización social interna sin dejar de ser comunidades con una cultura propia y diferenciada de lo nacional.


    Gran parte de la historiografía clásica y la antropología misma han analizado a los pueblos indígenas desde la perspectiva de las “culturas tradicionales”. Sin embargo, su estudio en el periodo republicano y el intento del nuevo Estado mexicano por eliminarlos nos revela una población dinámica, con cambios socioculturales sustantivos, participativa en la defensa de la patria y en la construcción de la nación. Entonces, no hablaremos de pueblos con cultura tradicional, sino de pueblos con una cultura vigorosa que cambió en un doble sentido: un aspecto fue que, en el interior, los pueblos terminaron por apropiarse de instituciones españolas que ya habían adoptado desde la época colonial, como el condueñazgo, las cofradías, las fiestas religiosas y el santoral y que a lo largo del siglo XIX cristalizaron el uso de instituciones como las mayordomías y el municipio, con lo cual renovaron y refuncionalizaron su organización social-política y religiosa.14 El otro talente es que, hacia el exterior, cambiaron según los aires constitucionales decimonónicos para adaptarse a las instituciones ciudadanas, cumpliendo con los deberes y las obligaciones de los ciudadanos mexicanos para sobrevivir a los embates de la nueva República liberal.


    De tal suerte que los pueblos indígenas del siglo XIX conformaron una nueva cultura, producto de la clandestinidad religiosa en la que tuvieron que vivir durante el periodo colonial y la clandestinidad política en la que vivieron en el siglo XIX. Así aseguraron la elección de sus propias autoridades por “usos y costumbres” cuando convenía a los pueblos; si no, apelaban a su condición de ciudadanos, con lo cual asistían a las urnas y quedaban articulados dentro del sistema político nacional.


    La organización social, propia de la cultura política de los pueblos indígenas y que gestaron a lo largo del siglo XIX, corrió paralela y a la vez articulada a la cultura política nacional, con lo cual ellos tuvieron que lidiar de manera operativa. De tal suerte, los pueblos crearon una cultura política híbrida, en el sentido de una combinación mecánica dual; es decir, no hubo mezcla, ni sincretismo, sino que dieron un uso adecuado a una u otra práctica cultural de acuerdo con las circunstancias y coyunturas.


    La fortaleza de los diferentes grupos étnicos que habitaban en México provino de su gran capacidad de adaptación a las nuevas circunstancias y sobre todo de la lucha colectiva por defender sus tierras y sus recursos naturales. Todo esto contribuyó a que los pueblos sobrevivieran a las políticas antiindigenistas que se emitieron durante todo el siglo XIX.


    EL TERRITORIO, TEJIDO SOCIAL DEL PUEBLO


    Durante la Conquista y aun tiempo después, en el siglo XIX, los pueblos fueron despojados de sus tierras y de los recursos naturales que les servían para reproducirse económica y culturalmente. En estos dominios habían tejido sus redes de relaciones sociales, sus identidades y su sentido de pertenencia arraigado a un territorio. Éstos eran los espacios donde vivían y estaban asentados, de los cuales la invasión colonial o liberal decimonónica fue despojando a los diferentes grupos étnicos de la República Mexicana.


    De la misma manera, la nueva República Mexicana también necesitó reconocer un territorio que contuviera una lengua, una religión y una identidad nacional, cuyo contenido político quedó depositado en la patria. Entonces el territorio se volvió una pieza fundamental para fortalecer la identidad, a través de la sociabilización del término patria. En un principio el territorio era incierto, indefinido y su población se encontraba dispersa, pero a medida que la patria se definía frente a los enemigos extranjeros en la época decimonónica, el territorio también obtuvo delimitación y control, con lo cual, al paso del tiempo, se cohesionaron e integraron los diferentes grupos socioétnicos del país. De modo que fue en este espacio territorial en donde se edificó el Estado nacional.


    Si bien cuando se declaró la independencia de la Nueva España y se creó una nueva constitución el país ya contaba con un territorio, la nueva tarea fue consolidar la administración y el control del territorio para ejercer una verdadera soberanía. Por ello, entre las dificultades de los hombres públicos figuraba la necesidad de clarificar quién ejercía la soberanía nacional y sobre cuál territorio. Al inicio del periodo independiente el territorio nacional no estaba definido porque no se conocían sus límites ni físicos, ni humanos, ni de recursos naturales y no fue sino hasta que se tuvo dominio sobre ese territorio cuando se empezó a defender la soberanía nacional. Por tanto, este espacio también pertenece al concepto ideológico de patria.15 En sentido amplio, cuando hablamos del pueblo configurado a través de la nación mexicana también hacemos referencia a los elementos que lo conforman como tal.


    Así, en esta obra, al hablar del territorio nos referiremos al sentido de pertenencia a un espacio determinado, definido frente a otros espacios locales y al espacio que encarna al país en su conjunto; en ese sentido, se hablará entonces de territorios indígenas y de territorio nacional.


    TERRITORIALIDAD, UN CONCEPTO POLÍTICO EN DEFENSA DE LA TIERRA


    La identificación de los pueblos indígenas con un territorio los cohesionó y, al luchar por la tierra, se creó un sentido de unidad entre ellos. Casi todos —si no es que todos— los grupos indígenas de México tuvieron a la tierra como elemento común que impulsó la movilización para defender sus espacios de reproducción económica y simbólica. Se trataba de proteger no sólo la tierra donde sembraban, sino también el territorio donde rendían culto a sus ancestros. Luego entonces, la territorialidad de los pueblos está expresada en la lucha política orientada a la defensa de un espacio social, económico y simbólico contenido en el territorio de los grupos étnicos.


    El espacio y el territorio conformaron regiones que pueden ser tomadas como la base social del estudio de los grupos sociales que tienen las mismas características identitarias. El concepto de región corresponde a un vocablo que surgió a finales del siglo XIV con la finalidad de especificar una categoría administrativa. Proviene de la tradición romana de la regio (régere: dominar, regir) que se refería a un territorio administrado por delegados del poder central romano. Posteriormente el concepto de la región como “ente político-administrativo moderno” surgió en Europa durante el siglo XVIII para sustituir el concepto de “provincia” y recrear la territorialidad de las viejas regiones medievales. Entonces podríamos decir que la región surgió como una reacción social y política frente a la acción homogeneizadora del Estado monárquico moderno.16


    Por su parte, Arturo Taracena hace tres indicaciones metodológicas para elaborar análisis de lo regional: 1) las regiones representan un espacio y un territorio con características propias; 2) las fronteras de una región no tienen la precisión limítrofe de las de los Estados nacionales, ni de sus divisiones internas, y 3) el territorio de las regiones no tiene por qué estar encerrado en un marco geográfico homogéneo.17 Como se observa, la idea de región construida desde una territorialidad común va más allá del territorio de la nación.


    Cuando Taracena señala que las regiones cuentan con un espacio con características propias, lo que hace es poner énfasis en que su origen no está necesariamente supeditado al Estado nacional, pues la mayor parte de las veces suele antecederlo. De tal forma que se establece una estructura de interrelación entre la región (considerando incluso a los pueblos) y el Estado nacional, donde las regiones inciden en el desarrollo histórico de éste, al tiempo que él mismo tiende a desestructurarlas para reconfigurar sus divisiones político-adminis­trativas.18


    De lo anterior se deriva la segunda consideración, pues las fronteras de una región, más que depender del desarrollo del Estado nacional, dependen de la capacidad de territorialización de las élites regionales y los grupos sociales dominantes en sus pactos y confrontaciones con los grupos populares, así como de los efectos provocados por los movimientos de población y las lógicas particulares nacidas de procesos económicos, sociales y culturales internos. Es decir, se trata de linderos y no de límites.


    Finalmente, seguimos con la tercera consideración, que consiste en la heterogeneidad al interior de la región, que opera sobre el espacio y los actores sociales. Es decir, las características espaciales estuvieron dadas por diferentes fenómenos que hicieron posible la existencia de una sociedad regional, como la etnicidad, la economía, la cultura, la lengua y el sentido de pertenencia.


    LA ETNICIDAD, ESPACIO COMÚN Y ESTRATEGIA DE LUCHA


    La etnia es otro factor que también unifica y da sentido de unidad a los indígenas. Esta característica de identidad étnica fue vista desde el gobierno como una desventaja, debido a la diversidad (expresada entonces en decenas) de diferentes grupos étnicos que cohabitaban en el territorio de la nación mexicana. Al interior de los pueblos indígenas, la lengua, la cultura y la historicidad del grupo se asumieron como un espacio común y una estrategia de lucha para hacer frente a los cambios que el nuevo Estado les imponía. De igual forma resultó el proceso de municipalización, situación frente a la cual la territorialidad y la etnia les dieron los elementos de identidad, en los que enfocaron los cambios y adaptaciones, para no despojarse de su cultura y de su organización social.


    Así, la etnicidad fue retomada por los pueblos como una estrategia de lucha social y política frente a los cambios de las estructuras nacionales. Los pueblos lucharon, pero también se adaptaron; combatieron, pero también negociaron. De tal suerte que combinaron las nuevas formas de administración territorial y reciclaron algunas viejas prácticas que pudieron validar, como mantener la tierra de los santos a través de su distribución entre los mayordomos y así laicizarla sin perderla.


    La defensa de la tierra demarcó territorios y la defensa de éstos creó regiones y, a su vez, entidades federativas. La lucha de los pueblos indígenas, en muchas ocasiones inició por la defensa de sus recursos naturales y en el camino, también producto de las alianzas entre campesinos y otros sectores sociales, el movimiento se convirtió en la defensa de la autonomía regional. Puesto que en esa época hablar de autonomía constituía un contrasentido con el pensamiento liberal, la manera de demandar autodeterminación por parte de una región era en términos separatistas.19 Éste fue el camino que siguieron muchas de las rebeliones campesinas, cuyo apoyo sirvió para defender territorios que habrían de dar paso a la delimitación de algunas entidades federativas, como fue el caso de los estados de Guerrero, Morelos, Puebla, Sonora y Sinaloa. Sin embargo, en el caso del estado de Oaxaca quedan algunos elementos pendientes de investigar no sólo en el sentido de las inconsistencias políticas ya trabajadas con anterioridad, sino también respecto a la presencia de intereses nacionales y de actores e intereses norteamericanos.20



    


    EL PUEBLO COMO GARANTE DE LA SOBERANÍA DE LA NACIÓN


    

    El concepto de pueblo cambió de acepción a partir de la Revolución Francesa y en particular con los Derechos del Hombre en la obra que escribiera Thomas Paine en 1791. En México, el nuevo significado de pueblo se adoptó como fundamento ideológico del liberalismo para construir la nación, formada por individuos con igualdad de derechos y con representación jurídica en tanto ciudadanos.


    En la nueva república, la soberanía y la representatividad ciudadana fueron los elementos primordiales para el ejercicio del poder en el proceso de construcción del Estado y de la nación mexicana. Por ello, el pilar fundamental del sistema liberal fue la instrumentación de la ciudadanía como un mecanismo mediante el cual los individuos se convertían en miembros de la nación y, por tanto, en partícipes de las decisiones del Estado.21


    LOS PUEBLOS EN EL PERIODO COLONIAL


    En el periodo colonial el concepto de pueblo se asumía como una categoría social que designaba a los asentamientos rurales, con escasa población y poca infraestructura, pero sobre todo se usaba para referirse a ellos como una categoría administrativa y a los asentamientos de población indígena dedicada de manera fundamental a la agricultura. También se asociaba con la clase social más baja, que eran los indígenas y que personificaban el último eslabón en la jerarquía social. De igual forma se identificaba con las capas urbanas pobres; por lo tanto, el vocablo pueblo servía para designar tanto los asentamientos pequeños como a una colectividad de estrato social bajo, es decir, hacía referencia al pueblo llano, pueblo social.


    El cambio profundo que tuvo el concepto pueblo se debió al surgimiento de la ideología liberal y a su aplicación a través de las revoluciones liberales. Fue en este contexto que el rey dejó de ser soberano y defensor de un territorio para transferir la soberanía al pueblo. Entonces este pueblo, que designaba a todos los habitantes de las nuevas naciones, era el depositario de la soberanía y, por lo tanto, era quien debía asegurar la defensa del territorio nacional. En sus discusiones, los hombres públicos que tomaron el poder tras la revolución de Independencia en México para formar la nación también consideraron que la soberanía debía residir en el pueblo y las nuevas prácticas modernas de representación política.


    LOS PUEBLOS Y EL PUEBLO EN EL MÉXICO INDEPENDIENTE


    En el México independiente operaba ya una nueva significación para la idea de pueblo como el representante de la nación y quien contenía la soberanía. Este concepto marca un paso hacia una categoría moderna, ahora con sentido jurídico y político. Se desarrolla también la idea del pueblo como el garante de la soberanía y se expresa en sentido más abstracto. De alguna manera el concepto se volvió la expresión de la nueva agencia política con que se dotó a los ciudadanos.


    EL CIUDADANO, NUEVO MODELO DE HABITANTE


    La patria empezó a representar a aquellos individuos que vivían bajo las mismas leyes y el mismo poder.22 También es la casa donde habita el ciudadano mexicano y condensa la identidad nacional, porque al mismo tiempo construye la representación política de lo que sería el ciudadano.


    Desde la primera Constitución mexicana, la de 1824, se designó como ciudadano a todos los habitantes de la República Mexicana. Por lo tanto, el ciudadano era una persona que, de acuerdo con su condición natural o civil de vecino, establecía relaciones sociales que las mismas leyes le imponían como derechos y obligaciones bajo el principio formal de igualdad. Así, la ciudadanía era la condición que se otorgaba al ciudadano al ser miembro o formar parte del nuevo país en tanto comunidad organizada.


    La ciudadanía se fue construyendo a lo largo del siglo XIX, lo que supuso un proceso histórico. Por ejemplo, desde 1812 hasta 1855 existieron dos requisitos fundamentales para ser considerado ciudadano y, por tanto, elector: ser vecino de la localidad y tener un modo honesto de vivir. No fue sino hasta comienzos del siglo XX cuando, con la aparición de nuevos actores sociales, se relativizó el requisito de la vecindad, sustituyéndolo por el concepto de residencia.23


    Los estudios sobre la construcción de la ciudadanía se han abordado desde muchos puntos de vista y para diferentes épocas históricas. Entre ellos destacan los que se han abocado al análisis de la primera mitad del siglo XIX y en particular los cambios y continuidades en la transición del siglo XVIII al XIX. Estas investigaciones dieron mayor importancia al análisis político de los procesos nacionales, de la construcción del Estado y de la nación que al estudio del municipio como categoría local. Entre éstas destacan las de Garrido (1993), Annino (1995), Castellanos Hernández (1996), Chambers (1999), Sábato (1999), Carmagnani y Hernández (1999).24


    García Canclini se refiere a la ciudadanía como el conjunto de prácticas sociales y culturales que dan sentido de pertenencia a los indígenas de una comunidad y, por lo tanto, esta percepción les da “la posibilidad de tener acceso a lo mismo que el grupo de referencia tanto en materia de bienes cuanto de servicios”.25 En principio estoy de acuerdo, pero propongo utilizar la categoría de ciudadanía no como un concepto identitario, sino como una cualidad subjetiva que cambió con el tiempo político nacional, estatal y con las circunstancias regionales y las coyunturas locales, misma que los pueblos manejaron de diferente manera en cada momento; como bien dice Buve, las utilizaron a la carte.26


    Desde mi punto de vista, cuando los pueblos indígenas asumían prácticas ciudadanas, éstas no les aportaban una identidad social o étnica al conjunto de los actores sociales, sino que más bien les brindaban una bandera de acción para defender el derecho de elección de sus autoridades y, cuando era necesario, exigir el respeto a ser representados ante el gobierno estatal por la persona electa por ellos. En este sentido uso las categorías de ciudadanía y representación.


    Por otro lado, los primeros intentos de ciudadanización de los indios en esta parte del orbe se habrían encastrado en una serie de costumbres, creencias y valores políticos de Antiguo Régimen que en el nuevo escenario republicano pasaron a constituir el núcleo de su identidad étnica. Pero también es cierto que aquellas tentativas fueron débiles, en el sentido de que no perseguían un ideal democrático, sino que simplemente estaban orientadas a poner un alto al poder de los go­bernantes.27


    Este planteamiento nos permite pensar que la posibilidad de elegir autoridades implicó un gran revuelo entre los pueblos indígenas al inicio de la vida republicana, pues con ello tuvieron la facultad de renovar a la clase gobernante. ¿Y después? El proceso no fue lineal, ni uniforme; por el contrario, fue tortuoso y complicado. El verdadero problema empezó en las siguientes décadas y tardó muchos años en instaurarse e institucionalizarse en el conjunto de la sociedad. La élite gobernante se debatía entre otorgar o no derechos a la población indígena y las comunidades rurales forcejearon entre los viejos usos y costumbres y las nuevas normas instauradas por la ley: una tensión entre la tradición y la modernidad que terminó por generar cambios y permanencias. Por ende, es importante conocer el proceso de ciudadanización, pues de ello depende, como dice Guarisco, “entender su futuro itinerario”.28


    EL MUNICIPIO, FORMACIÓN DE NUEVOS ESPACIOS POLÍTICOS


    Durante el siglo XIX, el municipio constituyó una institución fundamental para la construcción de la nación, puesto que desde este ámbito local se instrumentó el derecho a la ciudadanía y, por lo tanto, la posibilidad de los pueblos indígenas de integrarse al concierto nacional. Sin duda, existieron diversas formas para acceder a la categoría de ciudadano, como fue el pago de impuestos o el ingreso a la milicia, obligaciones y mecanismos a través de los cuales el gobierno trató de transformar a la población indígena en ciudadanos. Otra manera de adquirir la ciudadanía fue ejercer el derecho y la obligación de nombrar a sus autoridades para hacerse representar ante el sistema político nacional y con ello articularse a la nación.


    Las rivalidades y confrontaciones entre facciones políticas hicieron que México viviera una época de gran convulsión social. El constante enfrentamiento entre élites regionales y el gobierno central, con la presión de las luchas populares para tener cabida en esa nueva nación en gestación, terminó por delimitar el territorio nacional, demarcar las entidades federativas y crear nuevas instituciones.


    Pareciera como si la revolución que generó el movimiento de Independencia no hubiera terminado en 1821, sino que se hubiera iniciado ahí. La verdadera confrontación social, ideológica y cultural fue el resultado de una movilización social con una amplia participación popular que terminó por transformar a la sociedad mexicana en su conjunto. Cada crisis regional y nacional creó las condiciones políticas para que los pueblos indígenas presionaran por sus propios intereses y, aunque a veces no alcanzaron sus propios objetivos, crearon espacios políticos de autonomía que a la larga les permitieron sobrevivir como pueblos étnicos. Esa movilización tuvo secuelas, por lo menos, hasta la década de 1880, como lo demuestra el ascenso de las rebeliones campesinas de las décadas de 1840-1850 y la de 1870-1880, justo antes de la consolidación del Estado en el último cuarto del siglo XIX.


    Las constantes crisis que encauzaron el proceso de formación del Estado mexicano estuvieron acompañadas de una serie de rebeliones populares con una amplia distribución territorial, debidas a las diversas alianzas coyunturales de los pueblos con grupos sociales no campe­sinos, como sucedió en el fracaso de la Primera República Federal y la Guerra de Texas en 1835-1836, con la caída de Santa Anna (1844), la Guerra con Estados Unidos (1846-1847) y el fracaso de la República Centralista (1846), el derrocamiento de la Segunda República Federal (1852-1853), la Revolución de Ayutla (1854-1855) y la tenta­tiva por parte del nuevo régimen liberal (1855-1857) para subordinar a la Iglesia. Ahora la pregunta es: ¿cómo y de qué manera se articularon los intereses de los pueblos indígenas con los intereses de otros grupos de poder regional o nacional para controlar y delimitar el territorio nacional, para demarcar las entidades federativas e instaurar el Estado nacional?


    Desde el ámbito de la representación ciudadana, el gobierno nacional y los gobiernos estatales instrumentaron políticas locales tendientes a transformar a las comunidades indígenas en ciudadanos por la vía electoral. La forma como los pueblos se apropiaron, utilizaron o reinterpretaron la representación ciudadana, en vez de transformarlos políticamente en individuos, sirvió, paradójicamente, para reforzar las comunidades indígenas en tanto corpus social.


    Más allá de cualquier interpretación, la legislación estatal permitió la elección directa de presidentes municipales, acción con la cual los pueblos se apropiaron del concepto de ciudadanía, pues año con año acudían a elegir a las autoridades que habrían de representarlos frente al gobierno nacional. Mediante este ejercicio contribuyeron de manera activa a la construcción de la nación.


    En la última década ha habido un interés creciente por el análisis de la historia de los municipios no sólo como categoría administrativa, sino también como institución política y social a través de la cual los pueblos indígenas reorganizaron su vida política tanto al interior como al exterior frente a los cambios que les impusieron las políticas liberales decimonónicas. Como ejemplos de este tipo de trabajos se puede mencionar a Escobar (1998), Salinas (2001), Guarisco (2002), Reina (2002 y 2004), Mendoza García (2004) y Rodríguez (2005), entre otros.29


    La elección de los presidentes municipales en poblaciones mayoritariamente indígenas fue de suma importancia porque los vínculos económicos, sociales y políticos de las comunidades con el resto de la sociedad se crearon a través del ayuntamiento y en especial por medio del presidente municipal, personaje que se convirtió en pieza clave del engranaje del sistema político. Por lo tanto, la figura del presidente municipal planteaba un problema de actores intermediarios como representante no de los individuos, sino de una colectividad y porque servía de puente o interlocutor entre dos sistemas de representación o de dos tradiciones diferentes en cuanto a elegir autoridades: por usos y costumbres o por medio del voto individual y directo.


    El proyecto de municipalización pretendió modernizar y homogeneizar las formas de gobierno, centralizar la administración y “asumir el dominio sobre los diversos asuntos locales que durante el periodo colonial habían recaído en los alcaldes mayores, subdelegados o gobiernos indígenas”.30 Al momento de establecer esta disposición legal, las autoridades se encontraron con obstáculos para crear la nueva división político-administrativa. Con esta reorganización, muchas de las comunidades indígenas que habían gozado de autonomía por ser repúblicas ahora se tenían que reagrupar si tenían poca población (según la disposición de cada entidad federativa) y convertirse en agencias municipales de otros asentamientos mayores en donde recaería la cabecera municipal, como se dispuso en la Constitución de Oaxaca de 1825.31


    Pastor señala que las élites indias perdieron la república como una prerrogativa política y al “igualarse legalmente” todos los vecinos del nuevo municipio —según él— también cesaron varios privilegios.32 Sin embargo, la documentación nos permite afirmar que, por la vía de los hechos, los nuevos presidentes municipales conservaron algunas funciones, como el cobro de impuestos y la impartición de justicia, señaladas en las diferentes cartas que los presidentes municipales de la zona huave, chontal y zapoteca enviaron a Manuel Martínez Gracida, gobernador de Oaxaca, en 1893.33 A las autoridades estatales no les quedó otra alternativa que reconocerlos, pero se les impuso la especificación de cobrar gastos y costos de oficios con el objeto de desligarlos de la voluntad comunitaria y de convertir esa actividad en una concesión estatal.34 En el nuevo orden, la población indígena asumió su condición ciudadana al pagar impuestos y al concurrir a las elecciones de autoridades.


    En la práctica hubo muchas variantes en la conformación de los municipios y en la forma como cada comunidad indígena restituyó su gobierno. Por ejemplo, en los lugares de mayor concentración poblacional, como las ciudades de Oaxaca o Huajuapan, el ayuntamiento de estos centros dominicales recayó fundamentalmente en manos de antiguas autoridades criollas y de mestizos enriquecidos por el comercio y la ganadería.35 La Constitución de 1824 pretendía abolir la segregación racial y que todos los pobladores de los municipios quedaran unificados bajo el estatus de ciudadanos. Sin embargo, en estos grandes municipios, el indio no tuvo la posibilidad de incorporarse al ámbito del poder político local.36


    La municipalización del territorio mexicano


    Durante el siglo XIX la construcción de la ciudadanía estuvo atravesada por la discusión de los legisladores en torno a las concepciones de “vecindad” y “ciudadanía”. Este hecho hizo que el proceso de su instrumentación se diera de manera orgánica y siempre ligada a la localidad donde el vecino en cuestión vive, labora y ejerce su acción. Ante esta situación, la institución del municipio cobró suma relevancia por ser la unidad política legal que se superpuso a la construcción cualitativa de la vecindad. De tal forma que los ayuntamientos fueron los encargados de llevar a cabo los censos y de calificar si un habitante de la localidad podía ser considerado vecino y, por lo tanto, ciudadano con derecho a votar por sus representantes. Al mismo tiempo le daba el derecho a ser electo como autoridad de su comunidad, fuera ésta una agencia, un pueblo o una cabecera municipal.


    Sergio Miranda hace una reflexión metodológica acerca del municipio y menciona que hay:


    Categorías históricas que nos permiten aprehender el proceso de cambios estructurales políticos del México decimonónico y si bien el municipio es la institución a través de la cual se pudieron instrumentar las políticas económicas y políticas reales en los pueblos, villas y ciudades, también, en tanto módulo administrativo, es la unidad de análisis que permite, como historiadores, acercarnos a las fuentes documentales.37


    Existe una discusión en torno de si los gobiernos municipales en el siglo XIX eran autónomos o no. Por lo tanto, debemos considerar cómo estaban organizados los grupos de poder y, según los casos, cuál fue el grado de injerencia de las instituciones externas en la organización local. Los pueblos de indígenas y campesinos del México decimonónico tuvieron una gran fuerza creativa para, por diversos caminos, adaptarse a las nuevas circunstancias nacionales sin renunciar a su etnicidad. Me parece que uno de los secretos de estos grupos para preservarse del embate liberal fue la apropiación de instituciones que en principio les eran ajenas, las cuales no sólo utilizaron, sino también terminaron por adoptarlas y refuncionalizarlas de acuerdo con sus necesidades. Entonces ¿podemos decir que los pueblos indígenas colonizaron instituciones occidentales para sobrevivir? En este trabajo trataremos en particular al municipio como institución que se apropiaron y transformaron los pueblos para construir un autogobierno, es decir, un sistema de gobierno autónomo y clandestino, pero paradójicamente inserto en la legalidad del modelo liberal republicano.38


    Al iniciarse la vida republicana de México, la nueva relación del Estado nacional con el mundo indígena se instrumentó a través de la municipalización y constituyó el gran intento de los gobernantes liberales por terminar con las corporaciones y cambiar el orden jurídico. Con esta forma de organización político-administrativa, el nuevo Estado pretendió suprimir las lealtades locales y abolir la autonomía de las comunidades, amén de convertir a sus autoridades en virtuales agentes del Estado central.39 El modelo liberal del Estado no podía negociar con cuerpos y comunidades, puesto que el sustento filosófico era que sólo el individuo tenía derechos por naturaleza; de ahí surgió el fuerte conflicto con los pueblos indios.40 Sin embargo, las comunidades rurales siguieron teniendo importancia porque la población indígena radicaba más bien en los 600 pueblos que se distribuían por ambos valles, pues la mayoría de los jornaleros no vivía en las haciendas, sino en sus comunidades, ya que sólo eran contratados para trabajar en labores agrícolas asalariadas durante las principales épocas de la actividad agrícola, la siembra y la cosecha.


    LAS ELECCIONES


    Las investigaciones en torno del tema de las elecciones a nivel municipal en el México decimonónico son igualmente escasas y las posiciones controvertidas. Por ejemplo, Antonio Annino sostiene que hubo un sincretismo entre el sistema tradicional de elegir autoridades entre los pueblos indígenas y el sistema liberal instaurado a partir de las Cortes de Cádiz.41


    Otro argumento es el de Guardino, cuyo planteamiento es interesante cuando dice que en el siglo XIX los indígenas de algunas comunidades se apropiaron de argumentos clave del derecho liberal, convirtiéndolos en parte de la ética indígena del servicio comunal. Sin embargo, no coincido con él cuando afirma que el encuentro entre la costumbre local y el derecho liberal cambió a las comunidades indígenas de manera fundamental;42 y aunque matiza, porque también señala que dejó intactas otras características de la identidad comunal, tendremos que historiar el proceso para constatarlo.


    Más atractivo resulta el planteamiento de Sanders al argumentar que “las comunidades indígenas rechazaron la oferta maniquea de los liberales y reclamaron una ciudadanía [y un republicanismo] que no excluía su identidad indígena, sino que más bien buscaban protegerla dentro de la nueva nación”.43 Entonces, aquí hay un campo abierto para la investigación de nuevas realidades, con la cual podremos plantearnos algunas reflexiones que aporten al análisis historiográfico.
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        Si la Constitución ha de ser una verdad es preciso que no tenga promesas, sino preceptos; no una esperanza para el porvenir, sino una realidad para el presente; no principios puramente teóricos, sino disposiciones que puedan realizarse. De lo contrario, haremos un hermoso libro de derecho político, pero no la Carta Fundamental de la República.

        

        José María Lafragua*




        El siglo XIX mexicano estuvo marcado por el propósito de cambiar la cultura de costumbres por una de leyes. En estas décadas se emprendió el camino a la legalidad y a la construcción del Estado de derecho; para ello, diversos grupos políticos promovieron formas de organización con el fin de llevar a la práctica planes que buscaban al menos restablecer la relativa estabilidad que se tenía en la Nueva España.


        En las décadas iniciales del siglo XIX los discursos y los caminos que el país recorrió para hacer posible que se promulgara la primera constitución fueron complejos, en medio de la inestabilidad que representó la falta de un monarca en España y sus colonias.44 Entre 1821 y 1825 la formación del nuevo país soberano significó la puesta en marcha de medidas para reestructurar el sistema político y económico que se había desintegrado por las guerras y los conflictos alrededor de la Inde­pendencia. Las modificaciones en materia constitucional —y en par­ticular la cuestión electoral— representaron grandes cambios en el camino hacia la construcción de la República Mexicana.


        El siglo XIX fue de muchas transformaciones; la mayor de ellas ocurrió con la transición del Antiguo Régimen colonial a la modernidad.45 La quiebra de la Monarquía Borbónica y del sistema colonial español hizo urgente la construcción de un nuevo sistema que fuera viable. El resultado fue una serie de experimentos, a veces constitucionales y a veces impuestos de manera autoritaria, pero que intentaban responder a las exigencias de la época.46 En este tenor, el liberalismo se presentó como una posibilidad de cambio que impregnó a las sociedades de ese tiempo.


        La sociedad mexicana era, sobre todo, una colectividad de contrastes, de transiciones y de marcadas situaciones sociales: lo público y lo privado, la ley y la costumbre, el delito y el pecado, la resistencia y los conflictos, el poder y la sumisión, la sociedad estamentaria y los ciudadanos. Algunos de estos conceptos dejaron de usarse y otros iniciaron su uso junto a la for­mación de la nueva nación. A partir de la promulgación de la Cons­titución de 1824 se inició el paso del Antiguo Régimen a la modernidad. En ese tenor, conceptos como “pecado” dejaron de compararse con el de “delito” y se estableció la “ley” como algo que de manera escrita regularía la vida cotidiana en contraposición a la “costumbre”. Con ello se crearon nuevos mecanismos para la elec­ción de las figuras políticas, difuminando la idea de elegir a las autoridades por “mano alzada” y construyendo los lineamientos de las elecciones a través del voto. También se comenzó a usar un nuevo concepto para definir por igual las garantías, derechos y obligaciones que tenían los mexicanos: el de ciudadano.


        En este proceso de rupturas y cambios hacia la conformación del Estado mexicano se crearon nuevas formas de elección de autoridades, tanto a nivel federal como local. Lo difícil fue adaptar las nuevas formas liberales de elegir y votar en una sociedad con altos índices de población indígena y que tenía sus propios mecanismos internos, comunitarios, regulados por el sistema de cargos que se regía a través de los usos y costumbres de cada localidad. En este contexto de cambios sociales y políticos surgieron nuevas formas de representación entre la población denominada indígena, las cuales diferían de los usos comunitarios de ser y actuar, y promovieron los derechos individuales como medio de acción política y ciudadana. Pero, ¿por qué se habla de sistemas de representación indígena en el siglo XIX si desde la primera Constitución de 1824 se declaró que ya no había indígenas?


        Lo anterior nos lleva a realizar un análisis de los conceptos usados en tales contextos históricos y a preguntarnos: ¿cómo era el sistema de representación liberal a través del voto?, ¿cómo se introdujo en México a partir de las Leyes de Cádiz? y ¿cómo se creó y siguió funcionando el sistema de usos y costumbres para la elección de autoridades de manera paralela al sistema de representación liberal?


        Dentro de este marco general, en primer lugar se analizará el proceso histórico del paso del Antiguo Régimen a la modernidad en relación con la introducción de un sistema electoral; este “paso” es de especial interés para comprender cómo elegían los pueblos indígenas a sus autoridades en las repúblicas de indios y cómo cambió este sistema con las Cortes de Cádiz y después hacia el periodo independiente. Lo anterior debe llevar a la reflexión sobre los distintos planteamientos en torno a cómo se hacían representar y cómo se adoptó el sistema de voto liberal y qué creó la idea de ciudadanos entre los pobladores de las localidades que eran llamadas indígenas. En segundo lugar, mediante el análisis de la legislación nacional y estatal del siglo XIX se reflexionará en torno al carácter de la ciudadanía, es decir, sobre el derecho a votar y ser votado. Por último, se hará un examen de las diferencias regionales y circunstanciales, desde la perspectiva de la antropología política y la histórica para explicar el sistema de cargos como una forma antigua de elegir a las autoridades dentro de todo un sistema que se ha denominado de usos y costumbres.
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